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Sesión 11 • Los Fines del Estado 
 
En la última parte del capítulo relativo a la justificación del Estado, afirmamos que íntimamente ligado 

con ese problema se encontraba la cuestión relativa a los fines del Estado, aquello que la organización política 
ha de alcanzar por medio de su actividad.  

Si los fines del Estado son de tal naturaleza, que su realización se imponga necesariamente, si son algo 
que necesitan los individuos para su perfeccionamiento y su desarrollo, entonces el Estado quedará justificado.  

Cuando estudiamos la teleología como un elemento intrínseco del Estado, que lo caracteriza como tal y 
hace que se le distinga de las otras sociedades humanas que no participan del mismo fin, velamos que entre 
esos fines, entre los que trata de alcanzar el Estado con su actividad, se encuentra, en primer término, la 
defensa hacia el exterior. El Estado debe tener, una organización que tenga en sí misma la fuerza necesaria 
suficiente para oponerse a cualquier invasión del territorio nacional.  

Cuando estudiamos la soberanía, también dijimos que tenía un aspecto negativo, en el sentido de 
oponerse a la intervención de poderes extranjeros, dentro de la esfera jurisdiccional del Estado. Entonces, un 
fin esencia del Estado es realizar precisamente esa defensa internacional, conservar incólume el territorio 
patrio, mantener la independencia. Esta finalidad indiscutiblemente justifica al Estado.  

También veíamos, al analizar el elemento finalista intrínseco a la esencia del Estado, que la actividad de 
éste debe encaminarse, igualmente, hacia la conservación de la paz, del orden, en el interior.  

No es posible una convivencia armónica si no existe orden, si no Existe una actividad que lo mantenga y 
que permita que la población del Estado, que el elemento humano, viva armónicamente en el interior del 
mismo. 

Los medios de que se vale el Estado para realizar esos fines son, fundamentalmente, el sostener las 
fuerzas armadas: el ejército, que es el guardián de la seguridad nacional, tanto en el interior como en 'exterior, 
y las fuerzas policiacas, que también sirven como auxiliarle para mantener ese orden necesario. También esta 
finalidad justificó al Estado. 
 

1. Distintas posiciones doctrinales en relación con los fines del Estado 
El problema de los fines del Estado, como todos los problemas que se relacionan con los fines de la 

organización política, según vimos en capítulos anteriores, es respecto en distintos sentidos por la doctrina, de 
acuerdo con las bases filosóficas de los pensadores que se ocupan de los mismos. 
En relación con este punto, dice Groppali, existen dos tendencias fundamentales.  

a. La que sostiene que el fin de todo Estado es la conservación y el, bienestar de los individuos.  
b. La, que afirma que el Estado es el fin y los individuos son el medio. 

 
Ambas doctrinas, llevadas a su extremo, tal como las hemos expuesto, son unilaterales e inexorables. 

La primera posición, que coloca a la organización política al servicio exclusivo de los individuos, es la que 
adoptó Rousseau y sirvió después de base a los postulados de la Revolución Francesa cristalizando en sus 
textos legislativos. 

El artículo 1° de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, dice: Los hombres 
nacen libres e iguales, y en el artículo 2° se añade que: El fin de toda asociación es la conservación de los 
derechos naturales e imprescriptibles del hombre. 

La Declaración de 1793, a su vez, afirma que: El gobierno está instituido para garantizar al hombre el 
goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. Pero, apartándose en parte de la Declaración de 1789, 
postula que: El fin de la sociedad es la felicidad comen. 

Se advierte claramente el espíritu que domina en la Declaración de 1789: subordinar el Estado en su 
totalidad al servicio de los individuos ¡No les interesa buscar un fin propio a la organización política, pues el fin 
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de la misma queda subordinado por completo a la satisfacción de los fines individuales. El Estado tiene sentido, 
se justifica, únicamente en cuanto tiende a proteger, a salvaguardar a los individuos y estar a su servicio. 

En la Declaración de 1793 ya se advierte un deseo de dar mayor autonomía a la organización política, 
pues se afirma, como hemos visto, que el fin de la sociedad, es decir, el fin del Estado, es el lograr la felicidad 
común. Aun cuando se entiende esa felicidad común una manera concreta, refiriéndola a la comunidad 
existente en un momento dado y no a la felicidad común en abstracto, fuera del tiempo, de todos modos ya 
encontramos un calificativo de un grado superior; ya no se habla de felicidad individual, sino de felicidad 
común. 

La segunda de las posiciones que hemos anotado en relación con los fines del Estado, la inversa a ésta, 
consiste en la subordinación total de los individuos a la organización política. Esta posición fue sostenida 
fundamentalmente por Hegel y es la raíz ideológica de los Estados totalitarios contemporáneos. 

"El Estado, para Hegel -dice Groppali-, tiene un valor absoluto. En su esencia representa lo universal en 
sí y ante sí constituye el brazo secular de una región abstracta superior a toda lógica moral." 

El Estado absorbe y anula al individuo, que desaparece como ser sustantivo, convirtiéndose en una 
apariencia del yo-universal. 

 El Estado es concebido, de esta suerte, como 
una entidad absoluta. Se niega la existencia de 
derechos naturales en los hombres, anteriores y 
superiores, a la organización política. 

Las consecuencias prácticas de esta concepción 
del Estado no han podido ser más desastrosas, como lo 
prueban los monstruosos Estados totalitarios de 
nuestro siglo. 

Contra esta, concepción totalitaria del Estado, 
hay que afirmar la existencia de una región 
infranqueable para la actividad estatal, constituida por 
los derechos naturales primarios de hombre y, entre 

ellos, por los que atañen al logro de su perfeccionamiento individual en vista del fin superior de la persona 
humana, que es la vida trascendente respetando el gobierno la libertad de conciencia. La personalidad 
individual debe seguirse vigorizando en su justa medida; todo intento de unificar los Derechos Público y 
Privado ha de encontrar la barrera infranqueable de la realidad que se le opone. El Estado no debe ser 
entendido corno una abstracción, sino que se le ha de comprendes en función misma de los .hombres que lo: 
originan con su actividad, expresando en su contenido la necesidad de realizar sus deseos y sus aspiraciones. 
Los hombres y el Estado no representan unidades irreductibles; ambos forman parte de un mimo ser. Ya 
sabemos que el elemento humano es también una nota esencial del Estado. Los hombres y el Estado están 
ligados por los fines, por el elemento teleológico que es esencial a la organización política. Esa relación del 
individuo con el Estado, es de interdependencia: el Estado favorece y protege el desarrollo de los individuos, 
pero no lo hace en interés exclusivo de los mismos, como seres individuales, sino que al mismo tiempo que lo 
hace, realiza los intereses propios del Estado y procura el bien de todos, el bien común. 

Por su parte, los individuas contribuyen a la defensa y al progreso del Estado, no por el Estado en sí 
mismo, concebido como un ser abstracto con fines propios y extraños a los fines individuales, sino por el 
Estado como organización de la que forman parte, en el seno de la cual viven y cuya salvaguarda y 
fortalecimiento redundan de manera necesaria en el bienestar de la generación de los hombres presentes y de 
las generaciones sucesivas. 

No hay que confundir los fines concretos individuales de un momento dado, con los fines del elemento 
humano como parte sustancial del Estado, considerado es elemento de manera abstracta. 

El Estado, en su independencia y soberanía, representa un valor absoluto; pero la esfera de derechos 
naturales primarios de la persona humana significa, igualmente, un valor absoluto, un valor que también tiene 
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el primer orden en la jerarquía. El Estado que no la respeta, que invade esa esfera, que la anula, niega su propia 
naturaleza. Para decirlo citando a Cicerón, “ipse se fugiet” (se destruye a sí mismo). 

El Estado y la persona humana no son dos valores antitéticos, sin, complementarios; no debe hacerse 
abstracción del individuo, sino considerarlo como miembro de una sociedad organizada políticamente; como 
miembro, como parte integrante del Estado. 

En el plano del Derecho, ambos entes se encuentran y cooperan a la obtención de un mismo fin. El 
Estado reconoce los derechos subjetivos de los individuos, sin que por ello cese en su calidad de soberano, sino 
que, por el contrario, esa autolimitación que se impone el Estado, señalando las barreras que no ha de 
traspasar, es una muestra clara de su misma soberanía. 

Estado y persona humana deben entenderse como valores no colocados en distintos planos, sino 
coordinados y complementarios. El Estado no puede quedar al arbitrio de los individuos y éstos también deben 
quedar salvaguardados del despotismo del poder público. 

Ambas partes, por tener un mismo fin, por participar en una misma organización, por ser partes de un 
mismo todo, deben reunir armónicamente sus esfuerzas en beneficio de la unidad superior. 

Existen derechos intangibles de la persona humana e, igualmente, derechos infranqueables del Estado. 
De esta manera rechazamos las dos posiciones expuestas; condenamos por deleznable la primera posición, que 
subordina totalmente el Estado al servicio de los fines individuales e, igualmente, condenamos la posición 
totalitaria, que destruye la esfera de los derechos individuales de la persona humana y la subordina totalmente 
a los fines de la organización política. 

El contenido mismo de los derechos atribuibles a la persona humana y al Estado nos lo proporciona el 
análisis de sus respectivas naturalezas, la naturaleza de la persona humana y la naturaleza del Estado. 

En el desarrollo de nuestro estudio ya hemos fiado los caracteres fundamentales de ambos entes; 
recordemos que la persona humana presenta el triple aspecto psicológico, metafísico y moral. 

El Estado no podrá intervenir nunca en los aspectos psicológico y metafísico. Su perfeccionamiento en 
vista de la vida trascendente queda a cargo, de manera absoluta, del individuo. 

En cambio, el Estado deberá realizar toda la actividad necesaria para que la persona humana pueda 
perfeccionar su tercer aspecto, la personalidad moral o de la vida de relación. La actividad del Estado tiene por 
contenido teleológico, según henos explicado el analizar este elemento, el bien común. Al realizar, al obtener 
ese bien común por medio del desarrollo de su actividad, el Estado logrará que se perfeccione, que llegue a su 
meta la personalidad moral de los individuos, pues en esta forma suplirá la imperfección que en la 
personalidad moral tiene el hombre y que ya hayamos señalado la indigencia social. 
 

2. Humanismo y transpersonalismo 
Para aclarar más las posiciones expuestas en relación con los fines del Estado, vamos a analizar las 

corrientes derivadas de las mismas, en forma somera: el personalismo o humanismo y el transpersonalismo o 
totalitarismo. 

Recaséns Siches, en su libro Tratado general de filosofía del Derecho afirma que el personalismo ha 
sido y es la base de la civilización cristiana. Por civilización cristiana ha de entenderse no únicamente el aspecto 
religioso, sino las consecuencias sociales del cristianismo. 

Esas consecuencias, dice Recaséns, pueden resumirse, como lo hace el padre dominico Ducatillón, en 
las siguientes características de la civilización cristiana:  

a. Superioridad de la persona individual sobre el grupo.  
b. Igualdad fundamental de todos los hombres.  
c. Fraternidad. 

 
Estas características, según sean ampliadas o restringidas, dan origen a las diversas doctrinas políticas, 

cuyas posiciones extremas: liberalismo absoluto (o sea, la sumisión total del Estado al individuo) y totalitarismo 
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político (o sea, la sumisión total del individuo al Estado), en realidad llegan a hacer desaparecer esos 
postulados de la civilización cristiana. 

Nuestra posición no está en ninguno de esos extremos. Afirmamos que lo correcto es colocar al 
hombre y al Estado en los respectivos lugares que les corresponden de acuerdo con su naturaleza, de acuerdo 
con aquello para lo cual han sido creados. Condenamos la doctrina liberal, que rebaja al Estado al papel de un 
simple policía, e igualmente consideramos deleznable la doctrina totalitaria, que desconoce la naturaleza del 
hombre. 

 El humanismo bien entendido es el que 
toma en cuenta los tres aspectos de la persona 
humana, y que al mismo tiempo penetra en la 
esencia del Estado y le concede las atribuciones 
necesarias para realizar sus fines, lograr su propia 
conservación y obtener el bien común. 

El transpersonalismo es una posición 
política en la que, como afirma Recaséns Siches, el 
hombre no es considerado como ser moral con 

dignidad, como persona que tiene una misión que realizar por cuenta propia. Para esta doctrina el hombre es 
un simple instrumento del Estado. Aun cuando su ideología política y sus realizaciones concretas más acabadas 
hayan aparecido en la Historia contemporánea (nazismo alemán, fascismo italiano, comunismo ruso y maoísmo 
chino), esta doctrina tiene raíces en Esparta en la, Antigüedad pagana. En el siglo XVII hubo diversas corrientes 
transpersonalistas. El romanticismo, que consideró al Estado como un organismo cuyas partes carecen de 
individualidad y están al servicio del todo de Maistre afirma que tanto el pueblo como el soberano son piezas 
del Estado y al servicio exclusivo de éste. 

Pero el pensador que dio mayor impulso al transpersonalismo fue el filósofo alemán Hegel. El hombre, 
para este pensador, no tiene valor como individuo, sino sólo en la medida de que participa del espíritu objetivo 
del pueblo encarnado en el Estado, y por ello se halla totalmente subordinado a éste. 

La crítica de esa doctrina es bien fácil. Puede condensarse en la siguiente cita de Recaséns, que lo 
condena certeramente: 

"El hombre vale para esta doctrina en la medida en que se individualiza y se sumerge en lo general; los 
hombres, individuales quedan reducidos a pura alfalfa para alimento del monstruo estatal, a mera carne de 
cañón. La misión del Estado no está sometida a los principios de justicia y de moralidad y no tiene por qué 
respetar las llamadas reglas de equidad, de caridad, de decencia, de tolerancia, ni tampoco que reconocer la 
libertad ni la norma de igualdad." 

La posición correcta, en consecuencia, es la humanista, y es deleznable todo transpersonalismo. 
Precisamente el humanismo dando contenido en la forma expuesta a los fines del Estado es el fundamento 
más firme de su justificación. 

 
3. Formación de los Estados 

Vamos a ver en primer término el proceso de formación de los Estados. Examinaremos los diversos 
procedimientos jurídicos de formación de los Estados, analizando de qué manera nacen, se modifican o 
extinguen. Ya estudiamos el origen del Estado analizando las diversas teorías sociológicas propuestas para 
explicarlo: el matriarcado, el patriarcado, etc. El problema que ahora los ocupa es el origen del Estado desde el 
punto de vista jurídico, hacemos abstracción del contenido histórico concreto: del Estado y habremos de 
referirnos al examen del proceso jurídico de formación de los Estados. Hemos de ver la forma en que nacen, se 
modifican y se extinguen, desde el punto de vista jurídico. 
 

4. Clasificación de Alessandro Groppali 
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Groppali considera que esos procesos de formación pueden distinguirse en dos órdenes: formación 
primaria y formación secundaria. 

Todos los autores están de acuerdo en distinguir la formación del Estado que surge donde no existía 
anteriormente otra organización política, de la formación de un Estado que se deriva de la modificación o 
extinción de un Estado preexistente. Es distinta la formación del Estado, cuando surge directamente, donde no 
existía otro Estado, del proceso de formación que tiene lugar cuando ya había en el mismo sitio otra 
organización política. 

En primera, acuella en la que el Estado surge de manera directa es la formación originaria o fundación. 
La segunda es la formación secundaria o transformación. 
 
Estado nuevo puede constituirse de las siguientes maneras: 

 Sin que se modifique o se extinga otro Estado, en un territorio que aún no había sido ocupado.  

 Previa modificación de otro o de otros Estados, ocupando territorio que ya anteriormente había sido 
ocupado o con la reunión de Estados independientes en un Estado Federal.  

 Previa extinción de otro o de otros Estados o con el fraccionamiento o la fusión de algunos de ellos. 
Groppali que, hemos visto, acepta la división de los procedimientos de formación en primarios y en 
secundarios, en relación con esa gran clasificación en dos grupos, hace las siguientes divisiones:  

a. Formas inmediatas y directas. Éstas se dividen en formas inmediatas por impulso propio y formas 
inmediatas por impulso de otros Estados.  

b. Formas indirectas, o sean aquellas que toman en cuenta el nacimiento de un Estado derivado de la 
extinción de otro o de varios Estados preexistentes, o bien, el nacimiento de un Estado nuevo en 
virtud de la transformación de uno o varios Estados que existían con anterioridad. 

 
Hay que tomar en cuenta, como hace notar el propio Groppali que esas clasificaciones se hacen, 

fundamentalmente, con fines didácticos, con objeto de facilitar la enseñanza, pues la vida de los Estados 
adquiere los caracteres irás variados y complejos. Tiene esta vida estatal una infinidad de matices que en 
ocasiones desborda las clasificaciones que se han hecho y forma en realidad casos particulares. Tal sucede, por 
ejemplo, cuando un Estado se disgrega y se forman de las distintas partes que se separan otros varios Estados; 
o bien, por el contrario, cuando varios Estados aúnan sus elementos para formar uno nuevo. 

En esos casos es difícil precisar si los Estados que se han formado constituyen en realidad un Estado 
nuevo, o si se trata de los mismos Estados antiguos más o menos modificados en sus elementos constitutivos. 

En la práctica se han presentado problemas en relación con la formación de nuevos Estados, de 
acuerdo con estos procedimientos., cuando surgieron nuevas situaciones políticas derivadas de la Gran Guerra 
de 1914 a 1918. Por ejemplo: la formación del Imperio Austro, Húngaro y de Yugoslavia. Y, por supuesto, los 
grandes cambios ocurridos después de la segunda guerra mundial, en Europa y en África. 

 
5. Modificación de los Estados 

Vamos a examinar ahora los procesos de modificación de los Estados. Por regla general, un Estado se 
modifica al alterarse alguno de sus elementos constitutivos, la población o el poder, o bien, al alterarse ese 
auxiliar indispensable para la vida del Estado que es el territorio. 

La modificación numérica de la población tiene trascendencia en lo que se refiere a la fuerza material, a 
la potencialidad económica. ,e los Estados; pero su aumento o disminución no tiene trascendencia existencial o 
sustancial en el mismo, pues ya hemos visto que el número no es un factor determinante del Estado. Basta con 
que exista cierta cantidad mínima de hombres, que no se señala numéricamente, para formarlo, y que lo 
mismo es Estado una organización política con población escasa, que uno con una inmensa población. Por 
ejemplo: las Repúblicas de Centroamérica, con un número exiguo de habitantes, y, por el contrario, 
organizaciones políticas como los Estados Unidos, Rusia, China, etc., que tienen una población gigantesca. La 
situación es la misma, desde el punto de vista esencial. 
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 El territorio, auxiliar indispensable para 
la vida del Estado, como lo es también para la 
vida del hombre mismo, al modificarse, al 
aumentar o disminuir, de manera concomitante 
implica una modificación del Estado. Pero esa 
modificación, cuando no se trata de la pérdida 
total del territorio, que ocasiona la extinción del 
Estado mismo, no origina una modificación 
esencial del Estado. También tiene el mismo 
reflejo económico o potencial que la 

disminución o el aumento de la población. El poderío económico y político de un Estado generalmente se 
engrandece al aumentar su territorio y disminuye al menguar éste; pero la esencia del Estado permanece 
inalterable. 

Naturalmente que la desaparición total de un elemento esencial al Estado, como es la población, el 
extinguirse totalmente el elemento humano, significa concomitantemente la extinción del Estado. Igualmente 
la pérdida del territorio, no como elemento esencial del Estado, pues ya hemos afirmado que el territorio no es 
de la esencia del Estado, sino como auxiliar indispensable para su vida. La pérdida total del mismo, significa 
también la desaparición del Estado. 

La modificación de la población y del territorio, aparte de reflejarse en la potencialidad económica y 
política de los Estados, igualmente pueden tener un reflejo en la organización constitucional del mismo. Los 
Estados de gran extensión territorial y también de gran población, generalmente se organizan 
constitucionalmente en forma de Federaciones. Por el contrario, un Estado pequeño, de un territorio de 
escasas proporciones y de población también pequeña, de ordinario tenderá a organizarse de acuerdo con una 
constitución centralista. 

Debe tomarse lo anterior como ideas generales, pues en la práctica encontramos situaciones 
diferentes, por ejemplo la pequeña, desde el punto de vista territorial, República Federal Suiza. 

Naturalmente, la modificación en el territorio o en la población podrá significar la modificación de la 
organización constitucional. 
 

6. Modificación del poder 
Las cuestiones relativas a. la modificación del poder, de ese otro elemento esencial del Estado, son muy 

delicadas. Aparecen, generalmente, como cambios en la forma de gobierno o en su órgano supremo. 
Las modificaciones del gobierno tienen lugar, en virtud de dos procesos: la evolución y la revolución. 

Ambas tienen el mismo resultado; acarrean las mismas consecuencias, que son el cambio en la constitución del 
Estado. Pero se distinguen entre sí porque la evolución se efectúa en virtud de los procedimientos legales 
señalados en el mismo orden estatal; la evolución tiene lugar, de manera normal, por medio de la actividad del 
poder legislativo, considerado en su forma ordinaria, o bien, como poder constituyente. En cambio, la 
revolución modifica al Estado por los hechos, de una manera extrajurídica, y busca el éxito utilizando la fuerza. 

Es natural que con la evolución no pueden obtenerse en concreto las profundas modificaciones que 
alcanzan, por regla general, los movimientos revolucionarios que, a su vez, pueden provenir del pueblo pueden 
ser el resultado de la actividad violenta de las masas, o bien, pueden tener lagar en virtud de la actuación de un 
jefe o caudillo. 

Sin embargo, no obstante que la forma de gobierno se altere, que la soberanía al transformarse los 
órganos de su ejercicio implique modificaciones a la organización constitucional, el Estado permanece idéntico 
en su esencia; sus elementos, extrínsecamente, de una manera formal, permanecen invariables. Siempre serán 
éstos el elemento humano y el poder, con su ingrediente jurídico indispensable, y estos elementos seguirán 
teniendo su apoyo en el territorio y habrán de perseguir los mismos fines, y todo esto de manera 
independiente de 1 a forma de gobierno, República o Monarquía.  
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7. Teorías relacionadas con la modificación de los Estados 
Los problemas de las modificaciones de los Estados siempre han sido objeto de estudio. En la misma 

Grecia se iniciaron las dos corrientes dominantes elaboradas en relación con este tema. Puede considerarse a 
Platón come el fundador de la teoría que podría denominarse revolucionaria, pues califica a las revoluciones 
como el factor determinante de la Historia. En cambio, puede considerarse a Aristóteles como el iniciador de la 
posición conservadora, porque dice que la verdadera revolución es la que se funda en el mejoramiento de la 
educación política y no en los actos irreflexivos del pueblo, que destruyen incluso las partes buenas de los 
regímenes anteriores. 

En la Edad Media la idea revolucionaria no experimentó grandes progresos. En cambio, en los siglos XVI 
y XVII hubo pensadores que llegaron incluso a justificar el "tiranicidio", diciendo que el pueblo tiene derecho de 
defensa contra los gobernantes que atentan contra la libertad. El renacentista Maquiavelo es considerado 
como revolucionario típico, que hace descansar el fundamento del Estado no en lo divino, ni en preceptos 
éticos, sino en su misma actividad que deriva de los actos de los hombres, en el juego de los intereses 
regulados por las leyes del príncipe, que debe tratar de imponer a todo trance el dominio de su voluntad, 
valiéndose de cualquier medio. 

Rousseau también es considerado como revolucionario, pues habla de un derecho a la revolución para 
volver al Estado natural, cuando el Estado no cumple su función básica de tutelar los intereses de los hombres. 

Groppali hace notar que si se habla de un "derecho a la revolución" se incurre en tina contradicho in 
terminis; se incurre en la imposibilidad de compaginar dos términos antitéticos, porque por definición, 
revolución significa negación de toda ley, y si algún pensador, como Fichte, lo admitía, era porque trataba de 
justificarlo considerándolo el complemento de una ley moral superior con la cual estuviese en pugna un 

ordenamiento positivo determinado. 
Una justificación del "derecho a la 

revolución", desde el punto de vista jurídico, 
dice Groppali es imposible y absurda, 
puesto que no es posible para hacerlo 
invocar ni al Derecho vigente (que la 
revolución trata de destruir), ni al Derecho 
que se supone trata de instaurar el 
movimiento revolucionario, puesto que este 
Derecho nuevo que se supone ha de salir 
del mismo, del movimiento revolucionario, 
tiene que emanar y ser impuesto por el 
Estado. 

 Sin embargo, es radicalmente falsa la tesis de Groppali, si acudimos a los principios certeros del 
Derecho Natural derivados de la doctrina de la Escolástica. 

Desde el siglo XIII los Doctores de la Iglesia han reconocido a la persona humana el derecho a la 
resistencia y la licitud de la defensa, aunada frente a los actos del gobierno tiránico. 

Así, Santo Tomás de Aquino, en la Summa Theologica, afirmaba: Son alabados aquellos que libren a la 
multitud de una potestad tiránica. Con lo que legitimó la resistencia al régimen político injusto, entendiendo 
por tal el que se aparta de su fin esencial, del bien común. 

Francisco Suárez, el eminente teólogo español, afirma que toda la República puede levantarse en 
guerra contra el tirano, fundándose para ello en que en virtud del Derecho Natural, se permite rechazar la 
fuerza con la fuerza y deponer al Rey. 

Como lo demuestra Castro Albarrán, en su obra El Derecho a la Rebeldía, este principio fue mantenido 
también por San Roberto Belarmino, Mariana, Molina y otros. 

León XIII, en su Encíclica Sapientiae Christianae, pfo. 11, reafirma el deber de resistencia de los súbditos 
frente a la autoridad tiránica. 



Teoría General del Estado 

 
192 

Y Rommen en su derecho Natural reafirma estos principios, proclamando que la autoridad que dicta 
leyes contrarias a la ley natural, degenera en tiranía y concluye que no existe el deber de acatar las leyes 
injustas, las cuales no obligan por ser contrarias al bien común. 

Marx y sus seguidores, Engels, Lenin, etc., son los apologistas de la revolución, a la que consideran 
como un fenómeno que ha de acontecer fatalmente para transformar la estructura de la sociedad, que 
consideran injusta, y dar lugar a un orden de cosas que esté más de acuerdo con su doctrina. En la Critica de la 
Economía Política, dice Marx que mientras las fuerzas de la producción siguen un ritmo creciente, las normas 
jurídicas que deben encauzar esas funciones económicas permanecen rígidas, y al existir ese contrasté sé 
origina un desequilibrio que da nacimiento a la revolución, que trata de modificar el viejo ordenamiento 
jurídico para que pueda normar las nuevas exigencias sociales. Por la continua concentración del capital -sigue 
diciendo Marx- los ricos serán cada vez más ricos y los pobres cada vez más pobres. De este contraste surgirá la 
socialización de los medios de producción de manera inevitable. 

Groppali concluye que por revolución debe entenderse todo cambio realizado por la fuerza en la 
constitución de un Estado. 

Entre el abandono del orden antiguo y la 
instauración del nuevo, hay, un período intermedio, en el 
que los poderes del Estado son ejercidos por los llamados 
"gobiernos de hecho" Este período intermedio presenta 
problemas relacionados con la validez de los actos que 
tengan lugar dentro del mismo y que se resuelven en su 
nulidad (nulidad de esos actos) si el movimiento 
revolucionario no progresa vuelve a instaurarse el antiguo 
orden, o bien, quedan legitimados por el nuevo orden 
jurídico, esos actos que tienen lugar en el orden 
intermedio, si llega a instaurarse al triunfo del movimiento 
revolucionario. 

 Panunzio considera: que puede presentarse una 
situación revolucionaria diferente,' en la que no exista 
periodo intermedio de hecho, sino que el partido 
revolucionario desde su formación postule un orden 
jurídico nuevo, que sustituya al antiguo. Pero, 
naturalmente, también queda sujeta esta situación que 
prevé Panunzio, al éxito o al fracaso de la revolución. 

Se distingue también entre revuelta y -revolución- una vuelta" es un golpe violento que no llega dentro 
de sí un contenido ideológico. En cambio, la -revolución- va animada de un orden de ideas, tiene un contenido 
doctrinario que es la causa de su puesta en marcha. Pero la distinción radical entre "revuelta" y "revolución" 
debe buscarse más bien en el contenido ético de los movimientos. Una revolución, cuando su contenido no es 
ético, puede catalogarse, igualmente, como una revuelta sin contenido. 

Maquiavelo mismo, observaba que una revolución para que tenga éxito debe estar guiada por el bien 
común. 

Ferrari sólo considera revoluciones a las que llevan dentro de sí nuevas ideas, el propósito de crear 
nuevos valores. 

En resumen, la revolución sólo se justifica como medio modificador del Estado cuando su finalidad es 
obtener un mayor respeto de la vida humana y una mejor justicia social, que no puedan obtenerse por medio 
de la evolución jurídica. 

Naturalmente que de los dos extremos que se siguen para la modificación del Estado, de la 
organización política, el más conveniente, el que se utiliza, por lo demás, con mayor frecuencia, es la evolución. 
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Es de desearse que dentro del orden jurídico se utilicen las facultades del Poder Legislativo para 
modificar el orden constitucional y ajustarlo a las nuevas exigencias de la vida. Pero si la actividad del Estado es 
desorbitada, si no respeta en su justa medida los valores inalienables e imprescriptibles de la persona humana, 
un movimiento revolucionario que trate de colocar a la persona humana en la justa posición que le 
corresponde dentro de la organización política, se justificará plenamente de acuerdo con la doctrina 
tradicional. 
 

8. Extinción de los Estados 
Empezamos en los incisos anteriores de este capítulo, el estudio del tema correspondiente a la 

formación, modificación y extinción de los Estados. Vimos ya los diversos procesos de formación jurídica de los 
Estados y también las distintas formas en que puede producirse su modificación y cómo esos procesos se 
distinguen fundamentalmente en evolución y en revolución; y después de examinar los caracteres de estos dos 
movimientos, afirmamos la necesidad de que los Estados se transformen pacíficamente en virtud de la 
evolución, y únicamente en casos de absoluta necesidad se recurriera a la revolución como medio de obtener 
la transformación de un Estado cuya.- actividad traspase los limites de los derechos intangibles de la persona 
humana. 

Habiendo estudiado esos dos problemas, vamos a analizar la extinción de los Estados. El Estado, tal 
como hemos visto, se encuentra compuesto de diversos elementos esenciales, tiene dentro de sí elementos 
que forman su sustancia, de los cuales no puede carecer. Además de estos elementos esenciales, requiere para 
su vida la existencia del territorio, como fundamento o sostén de su población. En consecuencia, la pérdida de 
esos elementos sustanciales o del territorio, del que necesita de manera vital, significa la desaparición del 
Estado. Si la población se extingue, concomitantemente desaparece el Estado. Lo mismo sucede si pierde en su 
totalidad el territorio o si el gobierno, es decir, el poder que encierra éste, se desploma y no lo sustituye otro. 
No es posible concebir la existencia de un Estado sin población o sin poder, o bien, por tratarse de un auxiliar 
vital para la existencia del Estado, sin territorio. Igualmente ya no sería Estado una sociedad política en la que 
desapareciese el orden jurídico o el poder se dirigiese no a obtener el bien común, sino el provecho particular 
de los gobernantes. 
 

9. Causas de extinción de los Estados 
Pero además de esos hechos que al producirse ocasionan la desaparición del Estado, Groppali señala 

como causas de extinción la fusión, la incorporación y el fraccionamiento. Existe fusión (unto extinctiva per 
confusiomonem) cuando uno o más Estados se conjugan y se funden con uno o varios otro' y al fusionarse dan 
origen a un Estado nuevo, diferente de los precedentes, extinguiéndose éstos. 

Existe incorporación (unio per incorporationem) cuando un Estado se incorpora, extinguiéndose de 
esta manera, en otro Estado preexistente; éste se engrandece en virtud de esa incorporación, al absorber los 
elementos del otro Estado, y sin embargo, conserva su personalidad. 

Un Estado se extingue cuando, al fraccionarse, da origen a varios Estados nuevos que surgen de cada 
una cíe las diversas partes en que se fracciona, o alguna de esas fracciones puede, a su vez, incorporarse a otro 
Estado preexistente. 

En la extinción del Estado surge el problema de determinar la suerte que han de seguir los derechos y 
las obligaciones particulares e internacionales que existían dentro del mismo, de los cuales era titular el Estado 
que se extingue. Se afirma, que tratándose de los intereses particulares, de los intereses concernientes al 
régimen, a la vida interior del Estado, el nuevo Estado debe respetarlos, debe conservar esos derechos; en 
cambio, tratándose de los intereses internacionales se afirma que sólo puede haber sucesión de derechos y 
deberes internacionales si es que existe una convención al respecto; es decir, si el Estado había convenido 
previamente con otro u otros Estados la persistencia de derechos y obligaciones internacionales. 

 


